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I.

Ya el inicio y contenido del prólogo sorprende a quienes como yo 
estudiamos en la facultad la vieja administración. Relacionar la actual 
crisis política y socioeconómica con la actividad administrativa no 
deja de sorprenderme, después que tantas veces he reprochado a los 
políticos tales crisis y hasta me he sorprendido de que la administración 
siga perviviendo y llevando el peso de las acciones sociales.

Sin embargo, resulta de extraordinario interés el planteamiento que 
pretende que la administración vaya supliendo tantas carencias como 
hoy se perciben por parte de la ciudadanía al comprobar que no se 
resuelven en las instancias políticas. 

A ello trata de responder la obra planteando un nuevo derecho 
administrativo en el que debe primar el derecho a la información. No 
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puede dejar de interesarme el planteamiento cuando tantas veces he 
defendido la función institucional de tal derecho, aunque tal propuesta 
deberá ir acompañada de cierta independencia y no sumisión total a 
las decisiones políticas que deberían quedar en manos de los cuerpos 
técnicos y no al revés.

II.

El título del libro es apropiado, aunque a mi juicio traducía bien la 
realidad del objeto estudiado el título de la tesis de la que trae causa: 
Las relaciones de información entre la ciudadanía y la administración. 
Nuevas perspectivas desde la renovación dogmática y conceptual del 
derecho administrativo. Creo que resalta mucho mejor el centro de la 
cuestión al situarlo en las relaciones entre ciudadanía y administración, 
sin perjuicio de que ello acabe transformando la tradicional dogmática 
administrativa como la obra va a demostrar.

Siento gran satisfacción al comprobar que todo el cambio 
democrático de la administración gira hoy en torno al derecho a la 
información, sobre el que ya me ocupé hace algo más de medio siglo,1 
aun en el régimen anterior, formulando lo que entonces solo podía ser 
de lege ferenda que pronto, sin embargo, alcanzaría su consagración 
constitucional (en forma un tanto ambigua que habría de aclarar con el 
tiempo el Tribunal Constitucional2) en la Constitución de 1978.

También la autora, en sus primeras afirmaciones, nos propone 
una administración in fieri. Para los constitucionalistas puede resultar 
sorprendente por haber asumido tiempo atrás los «derechos del 
público»,3 aunque no ha sido nada fácil difundir la verdadera naturaleza 

1   «El derecho a la información». València, Cátedra Fadrique Furio Ceriol, 1974, con prólogo 
de Diego Sevilla Andrés.

2   Delimitación de las libertades informativas. València, Tirant, 2004.
3   Es decisivo en este sentido el libro de Ignacio Villaverde Menéndez, Los derechos del 

público: el derecho a recibir información del artículo 20.1.d de la Constitución española de 1978. 
Madrid, Tecnos, 1995. Ya su tesis marcaba el interés en 1994: La garantía del derecho a ser 
informado y el artículo 20 de la Constitución española de 1978. Tanto este enfoque del profesor 
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y funcionalidad del derecho a la información, dada su configuración 
poliédrica y compleja. Y tampoco cabe olvidar que en la doctrina 
no alcanzó verdadero interés hasta bien desarrollado el régimen 
constitucional, habiendo sido siempre una minoría los que nos 
ocupamos del tema. Bueno es que, en sus funcionalidades públicas, 
alcance también a la actividad administrativa, tan reglamentista siempre 
y hasta ahora. 

Así mismo, me llama mucho la atención que la autora tome como 
referencia central la doctrina alemana, que fue en su día la base de 
la formación del profesor Desantes Guanter, maestro de quienes nos 
ocupamos del tema desde la perspectiva constitucional, asimismo en el 
último medio siglo.

III.

El primer capítulo detalla el punto de partida del estudio, la 
interrelación del derecho con la sociedad y, en la medida en que esta ha 
evolucionado en forma imparable, el derecho ha de ir adaptándose sin 
que pueda quedar fuera de tal evolución que a todos nos involucra y, en 
particular, el derecho administrativo, que asume el deber de responder 
a esta que cabe llamar «sociedad del riesgo». Ello traslada no pocas 
dificultades al mundo del derecho:

La aceleración, la complejidad y la incertidumbre someten al sistema jurídico 
a un continuo «test de estrés». La respuesta natural del sistema, basada en la 
tendencia a la producción intensiva de reglas, produce por lo general mayor 
incerteza y ha derivado en una crisis regulatoria […] (página 44).

Me asusta la idea de unas «regulaciones elásticas»4 y el hecho 
de que la seguridad jurídica se vea afectada por tantas novedades 

de Oviedo como el mío propio manifestado en los últimos años, una vez más, son tratados por 
la autora con gran rigor y extensión en pp 187 y ss.

4   Cita la autora en la página 55 la idea de Cassese del derecho más liquido frente a la 
solidez anterior.
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filosóficas, aunque la autora confía en el apoyo científico (del que, sin 
embargo, tanto desconfía Zagrebelsky).5 

Al menos se reafirma el Estado garante pero la corresponsabilidad 
de la sociedad comporta la paradoja de que «a pesar del temor 
inicial sobre la involución de la acción pública esta fórmula resulta 
contrariamente en una tendencia expansiva del universo público» 
(página 44). No en vano se afirmará que en este tiempo «la 
discrecionalidad y la ponderación de criterios centralizan la tarea de 
concreción y aplicación» (página 47).

En el capítulo segundo va precisando las ideas estructurales 
de la nueva situación. La buena gobernanza alcanza al derecho 
administrativo para convertirlo en una ciencia de dirección en la que, 
junto a sus clásicos principios de autoridad, ejecutividad, etcétera, se 
ha de combinar con otros elementos «blandos» o alternativos. Así se 
ha llegado a la idea de la reforma del derecho administrativo hacia el 
derecho administrativo de la información (página 54).

IV.

La dogmática, como caracterización y construcción de un sistema 
jurídico, ha de verse lógicamente afectada por tan grandes cambios, 
pues ha de seguir constituyendo el instrumento de intercambio entre 
la ciencia y la práctica jurídica (página 60). Tras recordar que siquiera 
en Ihering se halla la rigidez que se le ha atribuido tradicionalmente, 
la autora recuerda la necesaria flexibilidad actual y la convivencia de 
las diversas ramas del derecho auxiliares del administrativo. No en 
vano ello, que se aproxima mucho más a la realidad, se despliega en la 
jurisprudencia y especialmente en la tópica.6 

5    Zagrebelsky, Gustavo (2024): Tiempos difíciles para la Constitución. Las confusiones de los 
constitucionalistas. Palestra Europa.

6   Sobre la idea y su desarrollo en el clásico libro de Viehweg (tópica y jurisprudencia) se 
explaya la autora en página 74 y siguientes.
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Ello, sin embargo, no impide la necesidad del análisis dogmático 
de las relaciones Estado-sociedad y de la legitimidad democrática 
de la administración (página 66). Y en  este planteamiento es básico 
el concepto de sociedad de la información con el que se revitaliza el 
principio democrático e, incluso, de los propios conceptos jurídicos a 
través de la tópica (página 82 y siguientes). Tal sería el primero de los 
conceptos clave actuales (dirección, responsabilidad, comunicación y 
decisión administrativa), todos ellos heurísticos y «puntos de encuentro» 
junto a los que la autora sitúa otros de carácter relacional.

En estas nuevas construcciones el derecho constitucional tiene un 
carácter concretizado en el administrativo e implementado a su vez por 
este (página 98). No en vano, lo que se está reforzando paulatinamente 
es la idea de ciudadano frente al tradicional administrado.

V.

A todo ello como centro de la obra se va a referir en su segunda parte 
ya centrada en el derecho administrativo de la información que viene 
impuesto por la sociedad globalizada y que no queda reducido al papel 
de las nuevas tecnologías ni a la administración electrónica (página 
116). En este nuevo modelo moral,

[…] la Sociedad de la Información tiene un alcance económico y político más 
amplio, así como el distintivo de una predisposición social, sin precedentes, hacia la 
información, la comunicación y el conocimiento (página 125).

Del estudio del concepto y funciones de la información se pasará 
a la idea de comunicación que refleja mejor aún la interrelación entre 
administración y sociedad, al superar el previo estar ante o frente a la 
administración:

La información, la comunicación y el conocimiento son las claves analíticas y 
todo ello es posible integrando la nueva posición jurídico-pública de los actores en 
presencia y la propia relación jurídica en la agenda científica… No es cuestión de 
desechar la validez dogmática del enfoque objetivo sobre la actuación y la eficacia, 
sin embargo, se hace preciso complementarla con la noción de relación jurídico-
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pública que es inherente a las denominadas «relaciones de información» […] 
(página 137).

Aun cuando se pueda considerar algo tímida7 la reforma llevada a 
cabo por el legislador español en la LPA de 2015 y, por extensión, en la 
LTAIBG 19/2013, con todo, en ellas se da cuenta de la sensibilización ya 
en parte adquirida sobre las propuestas que comentamos.

En el desarrollo del derecho administrativo de la información 
destaca la labor de la Unión Europea en su interés por asentar el 
ordenamiento transnacional propio (página 147).

VI.

Llegamos en el capítulo V al aspecto más decisivo desde mi visión 
constitucionalista: la transformación del hombre, individuo, usuario, 
administrado, en ciudadano:

La ciudadanía es una construcción teórica y jurídica que responde a un proceso 
de maduración histórica de la dimensión pública de las personas y sometido a una 
reconstrucción constante […] (página 160).8

La inicial idea de ciudadanía vinculada al nacimiento del Estado 
nación se verá con el tiempo extraordinariamente transformada al 
tiempo que el estado y la nación se transforman y quedan superados 
por importantes crisis en las que no queda en pie la legitimidad 
de la representación9 y la consecuente búsqueda de otras formas 
de participación que se van haciendo visibles en el mundo de la 
administración hasta que la idea original queda totalmente superada 

7   E insuficiente para haber atendido a las novedades que ya había introducido en su 
ordenamiento la Unión Europea en los años en que actúa el legislador español.

8   Muy acertadamente se introduce la autora en una rememoración de la evolución 
del concepto desde la declaración francesa de 1789, subrayando sus efectos en el derecho 
público, que comprenden la politización y constitucionalización del derecho administrativo y 
recíprocamente, la administrativización de los derechos políticos (páginas 161 y siguientes).

9   E, incluso, crisis o carencias advertidas en los sistemas de control de la legalidad: 
«La aceptación de la decisión administrativa se configura hoy como parte del principio 
democrático» (p. 174).
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con la formulación de la ciudadanía europea. Aunque el proceso ya se 
hace visible en la década de los noventa,

[…] desde los albores del siglo xxi se desvelan los contornos jurídicos de 
una nueva ciudadanía que mantiene su perfil estatutario clásico pero que resulta 
más administrativizada o procedimental, activa, informacional y con refuerzo 
del elemento de la responsabilidad ciudadana. Todo ello evidencia la crisis y el 
agotamiento del modelo bipolar y la nueva correlación entre Estado-sociedad 
(página 171).

La dimensión cívica del fenómeno informativo parte, según la 
autora, de la consolidación del principio de apertura recreado en el 
ordenamiento europeo, a partir del cual el principio de transparencia 
y el derecho de acceso a la información son elementos decisivos; 
aunque no agota la idea de apertura, pues con ella se amplia y aplica 
el desarrollo como fuente de legitimación democrática que se irá 
traduciendo en instrumentos como las consultas, entre otros, que 
constituyen derechos de la ciudadanía (página 182). 

VII.

Personalmente me resulta de extraordinario interés la cuestión que con 
detalle (como en el resto de la obra en cuantas afronta) emprende (en 
página 183 y siguientes) sobre la discusión doctrinal que en España 
mantenemos sobre la iusfundamentalidad del derecho de acceso a la 
información coincidiendo con quien ahora escribe en que su defensa 
es jurídicamente débil desde el momento en que el mismo se deriva 
del artículo 105, b de la Constitución española, sin que haya una clara 
referencia en el artículo 20.1, d de la Constitución española que sí 
podría haberle aportado esa fuerza constitucional que se le pretende 
atribuir.

Solo a través de este último precepto podría considerarse su 
fundamentalidad, lo que deriva de su extraordinaria función política 
como base de toda participación, y solo así se reforzaría la otra cara del 
derecho (o consecuencia del mismo), que no es otra que el deber de 
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transparencia que a los poderes públicos obliga en sus relaciones con la 
ciudadanía en general.10

Se culmina, así, el cauce relacional del Estado con los ciudadanos que 
brinda también el derecho administrativo: «[…] El fenómeno de las leyes de 
transparencia sería por tanto el síntoma y el fermento de la transformación 
de la ciudadanía y de su relación con el Estado» (página 200).

VIII.

Sin perjuicio de las acertadas conclusiones con que finaliza la obra, creo 
que vale la pena destacar sus palabras en la página 203:

Revisando las bases constitucionales del tema, hemos comprobado cómo no 
estamos ante una innovación jurídica, sino más bien ante una maduración, pues 
son los acontecimientos sociales y culturales los que han desvelado esta dimensión 
informativa en las relaciones entre el Estado y los ciudadanos articuladas a través 
del Derecho administrativo, haciendo de la relación administrativa una relación de 
ciudadanía.

No puedo sino mostrar la satisfacción de quien trabajando 
cincuenta años sobre el tema desde la perspectiva constitucional 
ha llegado a contemplar en esta obra el final de un proceso que no 
era nada fácil de consolidar y que se complementa con la idea de 
responsabilidad y de cultura (tan desarrollada por Häberle) de las 
que también me he ocupado en ocasiones. Si acaso, como novedad 
reciente, ha de destacarse lo que la autora denomina subcultura de 
la transparencia11 (página 225 y siguientes) . Y en el mismo sentido 
de la aproximación entre el derecho constitucional democrático y el 
derecho administrativo democratizado, creo oportuno finalizar esta 

10   Entre otras aproximaciones al tema, Sánchez Ferriz, R. La transparencia como derecho-
deber y sus relaciones con el derecho fundamental a ser informado. De nuevo, discrepando, en 
TRC, n.º 51, 2023, pp. 159-186.

11   Sánchez Ferriz, R.  La transparencia como derecho-deber… op. cit. La autora destaca las 
trabas que la concepción tradicional del derecho administrativo representa para estas nuevas 
concepciones (pp. 234 y ss.).
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reflexión con unas manifestaciones de la autora contenidas en sus 
conclusiones:

De ahí que en esta indagación el Derecho administrativo se deba al 
predicamento de ser el Derecho constitucional concretizado, pero también que el 
Derecho constitucional sea cada vez más receptor de la presión y los avances en el 
Derecho administrativo, estableciéndose una comunicación de doble vía en la que 
la expresión confluente Derecho político, típicamente española, adquiere renovado 
protagonismo (página 257).

La profesora Sistero ha escrito un libro francamente interesante 
y con extraordinario rigor jurídico que puede dificultar su lectura al 
ciudadano no iniciado pero que nos ofrece a los administrativistas y 
a los constitucionalistas perspectivas nuevas y necesarias para que 
la administración no se mantenga alejada (como sí parece estarlo 
la clase política) de la ciudadanía. Esta nueva dimensión de la vida 
democrática no puede ser desconocida por que proporciona a la obra 
una funcionalidad transversal. Felicito a la autora porque no sin gran 
esfuerzo se puede escribir una obra de esta envergadura.






